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L
o ocurrido en la Universidad Austral de 
Chile, en Valdivia, no puede relativizarse 
ni minimizarse. La agresión que sufrió 
la ministra de Ciencia, Ximena Lincolao 

—insultos, empujones y humillación pública— 
no fue un hecho aislado ni un simple desborde 
estudiantil. Fue la expresión de algo más profun-
do: una forma de hacer política que, cuando no 
logra imponerse por la vía democrática, recurre 
a la presión, al amedrentamiento y, finalmente, 
a la violencia.

Que esto ocurra en una universidad no es 
un detalle menor. Las universidades debieran 
ser espacios de pensamiento crítico, de deba-
te de ideas y de formación de ciudadanos. Sin 
embargo, lo que vimos en Valdivia fue exacta-
mente lo contrario: intolerancia, agresión y una 
incapacidad absoluta de convivir con quien pien-
sa distinto.

Aquí es donde la memoria reciente se vuel-
ve incómoda. Durante años, desde sectores de 
izquierda se relativizó la violencia cuando esta 
servía como herramienta de presión política. Se 
hablaba de “expresiones sociales”, de “rabia legí-
tima”, de “descontento acumulado”. Se condenaba 
en el discurso, pero se justificaba en la práctica. 
Y así, poco a poco, se fue instalando una peli-
grosa idea: que la violencia podía ser un medio 
válido dependiendo de quién la ejerciera y con-
tra quién se dirigiera.

Por eso este episodio no puede analizarse de 
forma aislada. Porque deja en evidencia una doble 
vara que ha sido demasiado evidente. Cuesta no 
preguntarse dónde estuvo esta misma indigna-
ción en otros momentos, cuando la intimidación, 
la funa y la agresión parecían herramientas acep-
tables si el objetivo era un adversario político. 
Cuesta no ver que hoy existen grupos que no 
buscan dialogar, sino impedir que se gobierne 
con normalidad.

Pero hay, además, un elemento de fondo 
que no podemos seguir evitando: el rol que han 
jugado ciertos espacios universitarios en la for-
mación de este clima. No se trata de descalificar 
al mundo académico en su conjunto, pero sí de 
reconocer una realidad incómoda. Incluso des-
de las propias autoridades universitarias se ha 
comenzado a advertir esta tensión. En conversa-
ciones recientes, como la que sostuvo el rector de 
la Universidad Austral en un podcast, se ha re-
conocido que al interior de los campus existe un 
desafío real para compatibilizar el debate abierto 
con la radicalización de ciertos grupos.

Durante años, en distintos entornos universi-
tarios se ha ido instalando una cultura donde la 
política no siempre se debate, sino que muchas 
veces se milita; donde la diferencia se vuelve in-
cómoda; y donde algunos docentes, desde una 
posición de autoridad intelectual, terminan in-
fluyendo más allá de lo formativo. Ese fenómeno 
—que muchos prefieren relativizar— genera un 
terreno fértil para la radicalización. Porque cuan-
do un alumno es formado en la lógica de que 
ciertas ideas tienen una superioridad moral in-
cuestionable, el paso siguiente es peligroso: creer 
que quien piensa distinto no solo está equivoca-
do, sino que no merece ser escuchado.

Y cuando se cruza esa línea, la protesta deja 
de ser una herramienta legítima y se transfor-
ma en un mecanismo de presión. Ya no se busca 
convencer, sino imponer. Ya no se debate, se 
cancela. Y en casos como el de Valdivia, dere-
chamente se agrede.

Algunos intentarán justificar lo ocurrido 
apelando a demandas o contextos. Pero ningu-
na causa convierte la violencia en argumento. 
Ninguna demanda mejora por humillar a una 
autoridad. Ninguna universidad se fortalece per-
mitiendo que grupos minoritarios impongan el 
miedo como forma de acción política.

Lo más preocupante es que esto no es espon-
táneo. Hay sectores que han entendido que la 
mejor forma de debilitar a un gobierno es impe-
dirle gobernar con normalidad. Generar presión 
constante, instalar conflicto, tensionar los espa-
cios institucionales. No es una estrategia nueva, 
pero sí una que vuelve a aparecer con fuerza 
cuando el poder cambia de manos.

Chile no puede volver a normalizar esto. No 
puede aceptar que una ministra tenga que salir 
resguardada de una universidad. No puede tole-
rar que la violencia se disfrace de protesta ni que 
la intolerancia se vista de convicción.

La democracia no se defiende solo en las 
urnas. Se defiende también en la forma en que 
tratamos al otro, en la capacidad de escuchar y 
en el respeto a las instituciones. Y cuando eso 
se pierde, lo que queda no es debate ni política: 
es simplemente fuerza.

La pregunta de fondo es clara. ¿Queremos 
un país donde las ideas se enfrenten con argu-
mentos o uno donde se impongan por presión 
y violencia?

Porque cuando la violencia se disfraza de 
protesta, la democracia siempre termina pa-
gando la cuenta.

E
n los últimos días, hemos sido testigos de una situación que no puede dejarnos 
indiferentes, la agresión sufrida por la ministra de Ciencias Ximena Lincolao, 
en un espacio que, paradójicamente, debería ser símbolo de pensamiento críti-
co, respeto y formación…una institución educativa.

Más allá de las posturas personales, ideológicas o incluso del legítimo derecho a 
manifestarse, lo ocurrido trasciende cualquier marco aceptable. No se trata solo de 
una autoridad pública agredida, se trata de un quiebre profundo en la forma en que 
estamos entendiendo la convivencia, el respeto y, sobre todo, el rol que deben asumir 
quienes hoy se están formando como futuros profesionales.

Porque ahí está el punto crítico. Quienes protagonizan estos actos no son actores 
aislados de la sociedad, son estudiantes, jóvenes que en pocos años estarán insertos 
en el mundo laboral, tomando decisiones, liderando equipos, representando organi-
zaciones. ¿Qué tipo de cultura organizacional podemos esperar si normalizamos la 
violencia cómo forma de expresión?

Desde la mirada de los recursos humanos, esto no es un hecho menor. Las orga-
nizaciones actuales valoran ¬y exigen, habilidades como la comunicación efectiva, la 

H
ay momentos en la vida públi-
ca en que los relatos dejan de 
sostenerse. No porque alguien 
los refute con argumentos, 

sino porque la realidad —cruda, in-
esperada, irrefutable— irrumpe y los 
desnuda.

Entonces, lo que antes parecía con-
vicción, se revela como estrategia.

Lo que se presentaba como causa, 
aparece como herramienta.

El reciente episodio vivido por la 
ministra en la Universidad de Valdivia 
—una escena de agresión que no admi-
te matices— obliga a detenerse y mirar 
con mayor honestidad el estado actual 
del discurso político que ha domina-
do buena parte del debate público en 
los últimos años.

Durante demasiado tiempo, una 
parte de la izquierda ha construido 
su legitimidad sobre dos pilares dis-
cursivos particularmente sensibles: el 
indigenismo y el feminismo. Ambos, 
en su esencia, responden a demandas 
históricas reales, profundas, necesa-
rias. Nadie serio podría negarlo.

Pero una cosa es la causa, y otra 
muy distinta es su utilización.

Porque lo que hemos visto —y lo 
ocurrido en Valdivia lo evidencia con 
nitidez— es cómo esos discursos han 
sido, en no pocas ocasiones, instru-
mentalizados para generar adhesión, 
movil ización y capital político, sin 
un correlato equivalente en solucio-
nes estructurales ni en coherencia 
práctica.

El problema no es el feminismo.
E l  p r o b l e m a  n o  e s  l a  r e i -

v i n d i c a c i ó n  i n d í g e n a . 
El problema es cuando esas banderas 
se convierten en retórica vacía.

Cuando quienes dicen representar 
esas causas no son capaces de garan-
tizar siquiera condiciones mínimas de 
respeto —ni siquiera frente a una auto-
ridad, ni siquiera frente a una mujer—, 
el discurso se resquebraja.

Y cuando se resquebraja, muchas ve-
ces no se corrige: se sustituye por ruido, 
por justificación o por silencio.

La agresión a una ministra —inde-
pendiente de su signo político— no es 
un hecho menor. Es un síntoma.

Un síntoma de que la exaltación de 
las masas, promovida durante años como 
forma de acción política, termina inevi-
tablemente por escapar del control de 
quienes la impulsan.

Porque cuando se instala la lógica de 
la confrontación permanente, cuando se 
valida la idea de que el adversario es un 
enemigo moral, cuando se exacerban iden-
tidades para construir poder, lo que se 
siembra no es justicia: es tensión.

Y la tensión, tarde o temprano, se 
transforma en violencia.

Lo ocurrido en Valdivia revela algo 
incómodo: que muchos de los discursos 
que prometían protección, inclusión y 
dignidad, no estaban diseñados para sos-
tenerse en la práctica, sino para operar 
como herramientas de movilización.

Y cuando esa herramienta deja de 
servir —o cuando muestra sus contradic-
ciones—, el discurso no se profundiza.

Se vacía.
Una mujer agredida en un espacio 

universitario, en nombre de causas que 
dicen proteger a las mujeres, es una con-
tradicción demasiado evidente para ser 
ignorada.

Una autoridad atacada por sectores 
que reivindican derechos y respeto, es 
una señal de incoherencia que no pue-
de relativizarse.

Quizás ha llegado el momento de sepa-
rar, con claridad, las causas legítimas de 
quienes las administran políticamente.

De exigir coherencia entre discur-
so y acción.

De entender que ninguna causa, por 
justa que sea, puede sobrevivir si se con-
vierte en instrumento de poder antes que 
en compromiso real.

Porque cuando el discurso se acaba 
—cuando ya no resiste la realidad—, no 
siempre aparece la verdad.

A veces, lo único que queda es el 
silencio.

O peor aún: la negación.
Y en ese vacío, inevitablemente, al-

guien termina pagando el costo.

Cuando la violencia se 
disfraza de protesta

Cuando la violencia reemplaza al diálogo

Ministra Lincolao

resolución de conflictos, la empatía y el trabajo colaborativo. La violencia, en cualquie-
ra de sus formas, no solo es inaceptable éticamente, sino que también es incompatible 
con los estándares mínimos de convivencia laboral.

Resulta preocupante observar cómo en algunos espacios, se ha comenzado a justifi-
car o relativizar este tipo de conductas. El desacuerdo es parte natural de toda sociedad 
democrática. Sin embargo, existe una línea clara y no negociable entre expresar una 
opinión y vulnerar la integridad de otra persona.

La formación profesional no se limita a adquirir conocimientos técnicos. Implica, 
también, desarrollar criterio, responsabilidad social y, sobre todo, respeto por el otro. 
En ese sentido, las instituciones educativas enfrentan hoy un desafío urgente, no solo 
formar profesionales competentes, sino también ciudadanos capaces de convivir en 
diversidad sin recurrir a la violencia.

Este episodio debe invitarnos a reflexionar, no desde la condena fácil, sino desde 
la responsabilidad compartida. ¿Qué estamos enseñando, directa o indirectamente, 
sobre cómo enfrentar el conflicto? ¿Estamos promoviendo espacios de diálogo real o 
estamos permitiendo que la frustración se transforme en agresión?

No podemos normalizar estos hechos. No podemos mirar hacia el lado, porque 
cuando la violencia se instala como lenguaje, perdemos todos como sociedad, como 
instituciones y como futuros equipos de trabajo.

Hoy más que nunca, es necesario volver a lo esencial, el respeto, el diálogo y la 
capacidad de construir en conjunto, incluso en la diferencia. Ese es, finalmente, el ver-
dadero desafío de cualquier profesional. 
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